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Bogotá D.C. 7 de enero de 2016



Doctor(a)
Kate Fox Principi, Secretaria del Comité de Derechos Humanos 

8-14 Avenue de la Paix CH 1211 Geneva 10 

Suiza

Vía e-mail: kfox@ohchr.org
Bogotá, D.C.

Asunto: Listado de temas o cuestiones dirigidas al Estado colombiano– sesión 116 del comité (7 -31 de Marzo de 2016)
Distinguidos miembros del Comité:

De manera respetuosa sometemos ante ustedes el presente informe, construido por el equipo de la Defensoría del Pueblo de Colombia, previamente a la sesión 116 del Comité de Derechos Humanos, donde se desarrollará el listado de cuestiones que posteriormente serán sometidas a revisión con el Estado Colombiano. Para la compilación de lo información contenida en el presente documento, se ha tenido en cuenta la experiencia de la institución en los diferentes temas incluidos en los artículos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en el informe periódico que el Estado colombiano presentó a consideración del Comité el 22 de diciembre de 2014.
Para la Defensoría del Pueblo de Colombia constituye una oportunidad importante poder participar de la convocatoria del Honorable Comité de Derechos Humanos, a formular observaciones para elaborar la “lista de cuestiones” que será presentada al gobierno colombiano con ocasión del séptimo informe periódico sobre el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos –en adelante El Pacto-.

Con tal propósito, a continuación se relacionaran los apartes del informe del Estado colombiano que merecen observaciones por parte de la Defensoría del Pueblo, así como los interrogantes y cuestionamientos que en nuestro respetuoso criterio deben formularse al Estado colombiano en la “lista de cuestiones”.

DISPOSICIONES DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Artículo 1: Derecho de libre determinación de los pueblos.
Caso o situación
La Corte Constitucional (C-123 de 2014) reconoció que las decisiones en materia de desarrollo minero y su impacto socioambiental no son exclusivas del Gobierno Nacional, sino que debe existir un acuerdo previo con las autoridades territoriales involucradas. No obstante, la Defensoría del Pueblo ha conocido múltiples casos en los que la ciudadanía y los entes territoriales no han podido hacer parte de estas decisiones, pues se enfrentan a obstáculos como la reserva de cierta información del proyecto minero, los vacíos legales y las regulaciones del Gobierno Nacional por vía de decretos, así como a la oposición de la Procuraduría General de la Nación en casos donde en la consulta popular se ha decidido mayoritariamente negar la entrada de la industria minera a sus territorios. Para la Defensoría, la participación democrática de las autoridades y ciudadanía directamente afectadas, hace parte del derecho a disponer libremente de riquezas y recursos naturales reconocido por el PIDCP.

Preguntas al Estado colombiano

¿Qué acciones ha adelantado el Estado colombiano para garantizar la participación ciudadana al momento de adoptar decisiones en materia de minería sobre los territorios?
Artículo 2: Garantía sobre los derechos reconocidos en el Pacto y no discriminación.

Caso o situación

Existe un alto porcentaje de personas mayores en situación de mayor vulnerabilidad en especial, quienes se encuentran en situación de pobreza, habitan en la zona rural del país, pertenecen a comunidades étnicas, con discapacidad, mujeres y de los sectores LGBT.

Preguntas al Estado colombiano
¿Por qué la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2008 - 2019 que formuló el Ministerio de Protección Social, no cuenta con un acto administrativo que le dé vida jurídica y administrativa como tampoco cuenta con un documento CONPES que garantice recursos económicos para la implementación de la misma?

Caso o situación

Se informa como avance normativo: 13. La Ley 1482 de 2011, Ley Antidiscriminación. (Párrafo 13 Informe Colombia)
Dificultades en su implementación en personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas, pero además las posibilidades de una respuesta integral ante la falta de una política pública nacional para estas poblaciones

Preguntas al Estado colombiano
¿Por qué el Estado colombiano aún no cuenta con una política pública nacional para personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas? Teniendo en cuenta que esta ha sido prometida por el Estado desde hace varios años?

Caso o situación

La Ley 1496 de 2011 garantiza la igualdad salarial y de retribución laboral entre mujeres y hombres, (…) y El Decreto 4463 de 2011 define acciones para promover el reconocimiento social y económico del trabajo de las mujeres e implementa mecanismos para hacer efectivo el derecho a la igualdad salarial y para desarrollar campañas de erradicación de todo acto de discriminación y violencia contra las mujeres en el ámbito laboral. (Párrafo 15 Informe Colombia)
De acuerdo a la dirección de desarrollo social del Departamento Nacional de Planeación-DNP, en el informe: “Análisis de la pobreza monetaria 2010 – 2014”, pág. 21 (género y pobreza) se evidencia la existencia aún de graves brechas en salarios y retribución laboral entre hombres y mujeres.

Preguntas al  Estado colombiano

· ¿Cuáles son los mecanismos para hacer seguimiento a la implementación de la Ley? 
· ¿Cómo verifica que esta Ley tenga un impacto real en las condiciones de vida de las mujeres?

Caso o situación

El Decreto 1930 de 2013 adoptó la Política Pública Nacional de Equidad de Género y creó una Comisión Intersectorial para su implementación. (Párrafo 17 Informe de Colombia)
En el actual Plan Nacional de Desarrollo, se disminuye la asignación presupuestal para garantizar y hacer seguimiento a la Política pública de Equidad de género.

Preguntas al Estado colombiano

¿Cuáles son los mecanismos para asignar el presupuesto necesario y suficiente para este aspecto?

Caso o situación

Se informa como avance administrativo frente a víctimas del conflicto armado y programas de la Unidad de víctimas: 
Estos programas se vienen implementando con el interés especial de garantizar los derechos de las poblaciones vulnerables contando con un enfoque diferencial, de tal manera, se han reconocido los derechos de las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, comunidades afrodescendientes, pueblos indígenas, comunidades rom, discapacitados, lesbianas, gais, bisexuales, transexuales e intersexuales (LGBTI) y adultos mayores, poblaciones que son mayormente vulnerables. (Párrafo 23 Informe de Colombia)
En el registro de la Unidad de víctimas, aún no se discrimina población con orientación sexual diversa (lesbianas, gais, bisexuales) de la población con identidad de género diversa (trans, intersexuales). A pesar de vivir afectaciones muy diferentes en el contexto del conflicto armado (tal como se muestra en el informe “Voces ignoradas” elaborado por la Delegada).

Preguntas al Estado colombiano

¿Cómo se implementan medidas y programas diferenciados para el restablecimiento de derechos de esta población diversa, si no existen datos claros al respecto?

Caso o situación

En Colombia no existen medidas legislativas relacionadas con el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio, no obstante, la jurisprudencia constitucional ha establecido un conjunto de reglas para garantizar su reconocimiento. A pesar de las acciones y el acompañamiento a casos prestado por la Defensoría del Pueblo, uno de los principales obstáculos para el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia frente a este deber constitucional sigue siendo la falta de previsión legislativa.
Preguntas  al Estado colombiano

¿Qué medidas legislativas ha desarrollado el Estado colombiano a fin de proteger el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia?
Otras observaciones 
AVANCE NORMATIVO FRENTE A LA NO DISCRIMINACIÓN: Leyes 1429/10 (formación y generación de empleo),  1482/11 (Ley antidiscriminación), 1496/11 (igualdad salarial y de retribución salarial entre hombres y mujeres), 1618/13 (pleno ejercicio de derechos personas con discapacidad), Decretos 4463/11 (acciones para promover reconocimiento social y económico del trabajo de mujeres), 1930/13 (adopta política pública nacional de equidad de género, crea Comisión Intersectorial). 
AVANCE JURISPRUDENCIAL: Sentencias C-765/12 (reconoce garantía de derechos a personas con discapacidad), C-892/12 (prohibición no discriminación familiar), C-335/13 (declara exequibilidad numeral. 5 art. 9 Ley 1257/08 por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres). 
AVANCE ADMINISTRATIVO: Ley 1448/11.
Con ocasión de la promulgación de las Leyes 1448/11, 1257/08, 1452/12, entre otras, y atendiendo que el Sistema Nacional de Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo de Colombia, tiene como finalidad proveer el acceso de las personas a la Administración de Justicia  en condiciones de igualdad y en los términos del debido proceso con respeto de los derechos y garantías sustanciales y procesales, se crea y fortalece los Programas en: 
· Restitución de Tierras, que actualmente cuenta con 48 defensores públicos distribuidos en los departamentos que más demandan el servicio (Antioquia 4, Bogotá 2, Bolívar 3, Caldas 1, Cauca 2, Cesar 2, Choco 1, Córdoba 6, Cundinamarca 1, Magdalena 3, Magdalena Medio 1, Meta 3, Nariño 1,  Norte de Santander 3, Putumayo 2, Quindío 1, Risaralda 1, Santander 2, Sucre 4, Tolima 2, Valle 3), y en cuya labor son apoyados por los defensores públicos del Programa Promiscuo, que a nivel nacional  son 149.
· Ley 1257/08, que funcionó con exclusividad a través de Convenio con la Alcaldía de Medellín, con 8 defensores públicos.
· Víctimas 1098 - 1257 - 1448, que cuenta con 372 defensores públicos a nivel nacional.
· Víctimas de Justicia y Paz. Aunque el programa se crea con ocasión de la Ley 975 /05, esta fue modificada por la Ley 1592/12, y ha sido necesario fortalecerlo para cubrir el servicio. Actualmente cuenta con 160 defensores públicos en los departamentos de Antioquía (39), Atlántico (40), Bogotá (72), Santander (7) y Valle (2).
· Indígenas. 5 defensores públicos en Cauca (1), Cesar (1), Córdoba (1), Guajira (1) y Tolima (1).
· La Resolución No.183 de febrero 11 de 2008 reglamentó el funcionamiento de las Oficinas Especiales de Apoyo –OEA- a nivel nacional. La OEA es una unidad que sirve de respaldo a la defensa técnica y académica de los defensores públicos y al Sistema Nacional de Defensoría Pública en todo el país, para manejar, entre otras cosas, casos connotados. Esta Unidad apoya la actividad de gestión defensorial en la atención y  representación judicial y desarrolla actividades de capacitación, formación y construcción de contenidos académicos con el fin de generar buenas prácticas de defensa que contribuyan al mejoramiento de la prestación del servicio, en garantía de los derechos fundamentales de defensa y de acceso a la justicia, entre otros, con relación a todas aquellas personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad. Actualmente la Oficina Especial de Apoyo cuenta con 3 supervisores y 43 defensores públicos, entre los cuales se destaca 1 defensor para representación de víctimas.

Artículo 3: Igualdad entre hombres y mujeres en el goce de los derechos humanos.

Caso o situación

A pesar de los avances normativos, jurisprudenciales y administrativos que contiene el informe en este aspecto, las mujeres adultas mayores carecen de medidas legislativas que definan programas y acciones específicas para cerrar progresivamente la brecha diferencial existente entre ellas y los hombres personas mayores.

Preguntas  al Estado colombiano

· ¿Qué programas o acciones ha definido el Estado colombiano para garantizar la igualdad en el goce de los derechos humanos entre los hombres y las mujeres mayores de 60 años? Particularmente en el tema de la seguridad económica en la vejez?
· Si existen ¿Cuál ha sido su resultado? ¿Qué indicadores dan cuenta del cierre de esta brecha?

Caso o situación

La Ley 1257 de 2008 contempla acciones de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres. (Párrafo 26 Informe de Colombia)
El Decreto 164 de 2010 crea una Comisión Intersectorial denominada “Mesa Interinstitucional para Erradicar la Violencia contra las Mujeres”, la cual tiene como propósito aunar esfuerzos para la articulación, coordinación y cooperación entre las entidades, a fin de lograr la atención integral, diferenciada, accesible y de calidad para las mujeres víctimas de la violencia. (Párrafo 27 Informe de Colombia)
En la segunda administración del gobierno del presidente Santos, la Alta Consejería para le equidad de la mujer, pasa a ser solamente una Consejería presidencial más, perdiendo capacidad de actuación y presupuesto. De esta manera, se han reducido sus posibilidades para hacer presencia en el territorio y cumplir cabalmente con sus funciones.
Preguntas  al Estado colombiano

¿Cuáles son los mecanismos del Estado colombiano para garantizar la actuación plena de la Consejería presidencial para la equidad de la mujer en todo el territorio? (dando cumplimiento a su función). 

Caso o situación

La Ley 1542 de 2012 garantiza la protección y establece el deber de diligencia con que deben actuar las autoridades en la investigación por los presuntos delitos de violencia contra la mujer y se elimina el carácter de querellables y desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria, tipificados en los artículos 229 y 233 del Código Penal. (Párrafo 32 Informe de Colombia)
En el marco de la Ley 1257 de 2008 y del Decreto 2897 de 2011, a través del Ministerio de Justicia y del Derecho se adoptó mediante Resolución 163 del 6 de marzo de 2013, los lineamientos técnicos para prevenir la violencia basada en género, (…) para que los comisarios y comisarías de familia, aborden adecuadamente los casos (…) (Párrafo 40 Informe de Colombia)
En el acompañamiento de más 1.878  casos,  realizado por las duplas de género, se encuentra que esta Ley no se implementa, especialmente por parte de Comisarías de familia e incluso en algunos casos por parte de la Fiscalía.

Preguntas  al Estado colombiano

· ¿Cuáles son los mecanismos para el seguimiento a las Comisarías de Familia en la implementación de la Ley? 

· ¿Cuáles son los mecanismos para el seguimiento a la Fiscalía en la implementación de la Ley?

· ¿Cuáles son los mecanismos y presupuestos asignados para fortalecer la labor de la Fiscalía en los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria?

· ¿Esto como se refleja en las cifras de procesos penales adelantados que cuentan con sentencia condenatoria respecto al total de procesos adelantados por estos delitos?

· ¿Cuántos en audiencia para imputación de cargos?

Caso o situación

En el Decreto 2734 de 2012 se establecen los criterios, condiciones y procedimiento para el otorgamiento de las medidas de atención definidas en el artículo 19 de la Ley 1257 de 2008, de obligatorio cumplimiento por parte de los diferentes actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). (Párrafo 33 Informe de Colombia)
Existen graves dificultades ya que el Ministerio de Salud no realizó en el año 2014, ni en el año 2015 el desembolso de recursos a entes territoriales para el cumplimiento del Decreto.

Preguntas  al Estado colombiano

¿Cómo va a garantizar el Estado colombiano el cumplimiento del Decreto 2734?, ¿cuáles son los mecanismos para hacer seguimiento en su cumplimiento?

Caso o situación

De otra parte, en la Ley 1448 de 2011, se incluyó como un pilar fundamental para la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno el enfoque diferencial y la perspectiva de género. Para la incorporación del enfoque de género, la UARIV creó el Grupo de Mujeres y Género, mediante la Resolución 2043 de 2012, con el propósito de posicionar y visibilizar las afectaciones y derechos específicos de las mujeres y las personas con diversidad sexual, en todos los procesos de atención, asistencia y reparación integral y desde una perspectiva transformadora, contribuir en la superación de los factores estructurales de discriminación y violencia que les impide construirse como sujetos de derechos. (Párrafo 42  Informe de Colombia)
A través del acompañamiento de casos realizado por las duplas, se encuentra que existe solamente priorización para el registro de las víctimas, pero esto no se da en el proceso integral de reparación (atención, asistencia y reparación integral).

Justamente por las dificultades existentes al respecto, la Corte Constitucional sanciona el Auto 009 de 2015 para mujeres víctimas de violencia sexual en el conflicto armado, incluyendo población diversa.

Preguntas al Estado colombiano

· ¿Frente al total de casos que han sido reparados, cuál es el porcentaje que corresponde a mujeres reparadas?

· ¿Cuáles son los mecanismos para priorizar de manera efectiva la atención y asistencia a mujeres y población diversa?
Caso o situación

En materia de atención y garantías para las mujeres víctimas del conflicto armado, se aprobó el documento CONPES 3784 de 2013. (Párrafo 43 Informe de Colombia)
De otro lado, los lineamientos de política pública contemplan más de 200 acciones específicas, teniendo como base tres ejes de acción: La protección integral frente a los riesgos y vulneraciones particulares que enfrentan las mujeres en zonas de conflicto armado; el reconocimiento de sus derechos como ciudadanas en entornos sociales y comunitarios con especial atención en su participación en escenarios de decisión; y, la superación de las barreras de acceso que enfrentan las mujeres víctimas cuando son atendidas, asistidas o reparadas. (Párrafo 44 Informe de Colombia)
Como se sabe este es un CONPES social, que parte de la articulación de los presupuestos ya existentes en las instituciones. Y tal como se menciona termina en 2014.

Preguntas al Estado colombiano

¿Cuáles son los mecanismos para asignar los recursos necesarios para dar continuidad a las acciones contenidas en el CONPES?
Otras observaciones 
AVANCE NORMATIVO: Leyes 1257/08 (discriminación contra las mujeres), 1468/11 modificada (descanso remunerado mujeres embarazadas y prohibición de despido), 1448/11 (víctimas y restitución de tierras), 1542/12 (violencia contra la mujer, violencia intrafamiliar), 1639/13 (sanciona ataques con ácido), 1719/14 (acceso a la justicia de víctimas de violencia sexual). DECRETOS 164/10 (crea Comisión Intersectorial), 4635, 4634 y 4633/11 (comunidades negras...pueblo gitano...comunidades indígenas), 4463/11 (acciones para reconocimiento social y económico de trabajo de mujeres), 4796/11 (acciones para atención del sistema general de seguridad social), 2734/12 (establece criterios, condiciones y procedimiento para otorgamiento de medidas en seguridad social), 1930/13 (adopta política pública nacional de Equidad y Género y crea Comisión Intersectorial). 
AVANCE JURISPRUDENCIAL: Sentencias T-069/10 (estabilidad laboral mujeres embarazadas), C-862/12 (Fortalece principio de igualdad y no discriminación por razón del sexo), T-386/13 (protección reforzada derechos de la mujer), C-776/10 (exequible ley 1257). 
AVANCE ADMINISTRATIVO: Min justicia adopta  lineamientos técnicos para prevenir violencia basada en género. Se implementa programas como Familias con Bienestar. UARIV creó Grupo de Mujeres y Género. Se aprobó documento CONPES 3784/13. Min defensa adopta Directiva 11/10 y presenta protocolo y cartilla operativa para la fuerza pública en 2012, actualizado en 2013.
La Defensoría del Pueblo trabaja con defensores públicos, prestando el servicio para la defensa y la representación judicial de víctimas, garantizando en cada ámbito el respeto de los derechos a hombres y mujeres por igual.
Artículo 6: Derecho a la vida.
Caso o situación
Teniendo en cuenta la recomendación señalada en el párrafo 13 por el Comité de Derechos Humanos, en seguimiento al VI Informe de Colombia, respecto del Sistema de Alertas Tempranas, la Defensoría del Pueblo emitió entre los años 2010 y 2013, 113 informes de riesgo y 100 notas de seguimiento en relación con la posibilidad de ocurrencia de violaciones a los derechos fundamentales de la población en el marco del conflicto armado. Las situaciones de riesgo advertidas cubren población y territorio en 237 municipios de 30 departamentos del país. (Párrafo 68 Informe de Colombia)
Los informes de riesgo y las notas de seguimiento que se emitieron fueron remitidos a la Comisión Interinstitucional de Alertas Tempranas (CIAT), la cual es coordinada por el Ministerio del Interior. A partir del año 2011 la CIAT adoptó la determinación de convertir en alerta temprana todos los informes de riesgo y notas de seguimiento. (Párrafo 69 Informe de Colombia)
Se evidenció en 2014 la disminución de las acciones ofensivas a partir del cese de hostilidades, ordenado por las FARC.

Al mismo tiempo se mantiene en los territorios bajo el control de las FARC, las amenazas, intimidaciones, constreñimientos y restricciones a las libertades de la población, así como extorsiones y exacciones contra determinados sectores como empresarios y comerciantes. 

Se mantienen conductas de gran impacto sobre las comunidades como el reclutamiento y utilización ilícita de niños, niñas y adolescentes.

En 2014, las FARC eran el principal grupo guerrillero que amenazaba a la población civil, siendo identificado en 42 de las situaciones de riesgo advertidas. Los 22 departamentos donde se registra la presencia de las FARC son, Chocó, Valle del Cauca, Cauca, Nariño, Antioquia, Norte de Santander, Arauca, Meta, Guaviare, Vichada, Caquetá, Tolima, Huila, Cundinamarca, Risaralda, Caldas, Santander, Bolívar, Cesar, Córdoba, Amazonas y Boyacá.

Por su parte, el ELN aparece como grupo fuente de amenaza en 16 situaciones advertidas. Los 10 departamentos donde hace presencia son: Arauca, Norte de Santander, Cundinamarca, Santander, Bolívar, Cesar, Nariño, Risaralda, Boyacá y Chocó.
A pesar de los avances del Gobierno en su lucha por desarticular a los grupos posdesmovilización de las AUC y disminuir las violaciones y ataques contra la población, estas organizaciones siguieron expandiendo su presencia y consolidando su control en numerosos territorios del país, con graves consecuencias humanitarias para distintos sectores de la población. 

El Sistema de Alertas Tempranas, durante 2014,  identificó 171 municipios de 27 departamentos donde se han advertido riesgo de violaciones a los derechos fundamentales de la población civil por parte de los grupos armados ilegales post desmovilizados. Entre las principales afectaciones identificadas, están, los homicidios selectivos, el desplazamiento forzado, la utilización de métodos y medios para generar terror en la población civil, el reclutamiento forzado especialmente de niños, niñas y adolescentes, la desaparición forzada, los enfrentamientos con interposición de población, los accidentes por minas antipersona, artefactos explosivos improvisados y remanentes de guerra sin explotar.
De acuerdo con la Policía Nacional en 2014 se registraron 572 acciones terroristas en el país. Se observan altas cifras en los departamentos de Antioquia (92), Putumayo (77), Nariño (72), Meta (62), Norte de Santander (55) y Huila (48). En el nivel municipal, San Andrés de Tumaco reportó el mayor número de actos terroristas en 2014 (47), seguido de Orito (29), Neiva (23), Puerto Asís (21) y Toledo – Antioquia (15). 

En cuanto a las víctimas de terrorismo, la UARIV registró a noviembre de 2014,  que 2.964 personas aseguraron haber sido víctimas de estas conductas, de los cuales 373 se autoreconocieron como indígenas, 365 como afrocolombianos, 24 como pertenecientes a la comunidad Rom y 1 como raizal. 
Si bien los datos de acciones terroristas muestran una disminución, aun se observa una tendencia de los grupos armados ilegales a atentar contra la infraestructura vial y de telecomunicaciones del país. En 2014 se presentaron según el Ministerio de Defensa, 141 voladuras de oleoductos, 40 torres de energía derribadas, 24 voladuras de vías y 4 voladuras de puentes.
Según el IMLCF, en 2014 se registraron 11.220 víctimas de homicidio, de los cuales el 90,84% fueron hombres (10193) y el 8,97% fueron mujeres (1007). Por su parte PONAL registró 12.923 personas víctimas de homicidio común (1.703 más que el INMLCF), de los cuales el 91,36% fueron hombres (11.807) y 8,63% fueron mujeres (1.116). 
Al comparar las cifras entre 2013 y 2014, se observa que si bien el total nacional de homicidios ha disminuido, 4 zonas del país presentan un aumento sustancial en los reportes de homicidio, entre estas se encuentra Bogotá (73 casos más), Atlántico (279 casos más), San Andrés (4 casos más) y Amazonas (9 casos más).
En 2014, se registraron 3.855 denuncias de extorsión según la Policía Nacional (3.181 en áreas urbanas, 82,51%) de las cuales 113 fueron víctimas mujeres y 2556 víctimas hombres. Esto implica un aumento respecto a 2013 en 281 casos, es decir el 7,85%.
Los cinco departamentos que registraron en 2014 mayor número de denuncias de extorsión fueron Valle del Cauca, Antioquia, Nariño, Córdoba y Atlántico, sin embargo al analizar la variación entre 2013 y 2014, se observa que en los departamentos de Putumayo, Cauca, Tolima, Casanare, Huila, Boyacá, San Andrés y Arauca aumentó el número de cifras de sicariato.
En lo que respecta a la distribución geográfica, los cinco departamentos en 2014 con mayor número de denuncias de amenazas en 2014 fueron Valle del Cauca (2228 casos, 18,2%), Huila (1678 casos, 13,74%), Bogotá (1214 casos, 9,94%), Santander (1076, 8,81%) y Atlántico (971 casos, 7,95%). 54956
Si bien en 2014 el total nacional de denuncias de amenaza presenta una disminución respecto a 2013, al analizar la información por departamento entre los dos años (2013-2014), se observa que en 2014, aumentó el número de amenazas en 15 departamentos, lo que implica no una disminución del fenómeno sino una redistribución territorial del mismo. 

Hasta la fecha el Ministerio del no ha logrado concretar una política pública de prevención y protección bajo el mandato de la Ley 1448, encontrándose limitaciones como i) las entidades no responden oportunamente a las recomendaciones de la Comisión Intersectorial de Alertas Tempranas y de la Defensoría del Pueblo, puesto que asumen que la prevención es un asunto de seguridad pública únicamente; ii) el Ministerio del Interior no reporta evaluaciones distintas a los Informes de Riesgo o Notas de Seguimiento que pudieran motivar la emisión de recomendaciones; iii) falta avanzar en el censo de observatorios de DDHH y DIH, en la elaboración de los mapas de riesgo y de los planes previstos en la Ley.
En 2015, se formularon nuevas observaciones al borrador de Decreto, por el cual se adopta la política pública de prevención de Violaciones a los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad de personas, grupos y comunidades. Política que va a estar referida a los siguientes tópicos:
1. Derechos: vida, integridad, libertad, seguridad.

2. Sujetos: personas, grupos y/o comunidades que se encuentren en una situación de riesgo excepcional.
3. Delitos: tráfico de armas pequeñas y ligeras, trata de personas y minería criminal.

Llama la atención que la política solo se refiera y adopte medidas en relación con tres tipos de conductas. Sin embargo, deja de lado otras conductas que en la actualidad presentan un incremento constante como las amenazas y las extorsiones. Conductas que están precisamente detrás de fenómenos como el “desplazamiento, abandono y despojo de predios y territorios en razón de amenazas, venta forzada, adjudicación de territorios colectivos a particulares…”, entre otros.
Finalmente, cabe señalar que no corresponde a la verdad la afirmación del Gobierno Nacional, según la cual, “A partir del año 2011 la CIAT adoptó la determinación de convertir en alerta temprana todos los informes de riesgo y notas de seguimiento”.
De acuerdo con los registros del SAT de la Defensoría del Pueblo, entre los años 2013 a 2015, ocho (08) Informes de Riesgo no fueron declarados como Alertas Tempranas por parte del Ministerio del Interior; al mismo tiempo que nueve (09) Notas de Seguimiento, también se les negó ese carácter, lo que llevó a que el Ministerio del Interior solo dispusiera la adopción de recomendaciones.
Preguntas al Estado colombiano

· ¿Cómo se espera controlar el accionar delictivo de los grupos armados posdesmovilización de las AUC, que, de acuerdo con el SAT, hacían presencia en 2014, en 27 de los 32 departamentos de Colombia?

· ¿Cómo se piensa atacar y superar el incremento de los homicidios, que si bien globalmente han disminuido, han aumentado especialmente en algunas regiones y centros urbanos?

· ¿Cuáles mecanismos y acciones implementará el Gobierno Nacional para controlar el accionar delictivo de los grupos posdesmovilización de las AUC, frente al incremento en los delitos de amenazas y extorsiones?

· ¿Cuáles mecanismos y acciones implementará el Gobierno nacional para superar la impunidad en relación con los delitos de amenazas y extorsiones?
· ¿Cuáles mecanismos y acciones de prevención y protección implementará el Gobierno Nacional para proteger a las víctimas del conflicto armado, que adelantan procesos de reparación, restitución y retorno?
· ¿Cuáles medidas se espera implementar para brindar protección a líderes de movimientos sociales y políticos que surjan o se consoliden en el marco de los acuerdos de paz con las guerrillas?
· ¿Cuáles medidas espera implementar el Gobierno Nacional para brindar protección a las personas que se desmovilicen, en el marco de los acuerdos de paz con las guerrillas, y evitar que se reincorporen a grupos armados o se conviertan en víctimas de ataques o atentados?
· De acuerdo con las informaciones recopiladas por la Defensoría del Pueblo, los grupos posdesmovilización de las AUC, vienen reclutando y utilizando niños, niñas y adolescentes a través de pandillas y bandas delincuenciales, con el fin de que participen en la comisión de delitos asociados a su financiación y expansión. ¿Qué medidas y acciones implementará el Gobierno Nacional para identificar y contrarrestar estas conductas, y sancionar a los responsables?
· ¿Qué medidas y acciones espera adoptar el gobierno nacional para prevenir el incremento en el reclutamiento y utilización ilícita de niños, niñas y adolescentes y superar la impunidad por estos delitos?
· ¿Qué medidas y acciones adoptará el gobierno nacional para prevenir que los niños, niñas y adolescentes desvinculados, en el marco de los acuerdos de paz con las guerrillas, se reintegren a otros grupos armados o resulten revictimizados por éstos?
· En relación con los niños y niñas desvinculados de grupos armados posdesmovilización de las AUC, ¿qué directrices y medidas adoptará el Gobierno Nacional para asegurar la atención y reparación de estas víctimas?; ¿cómo se espera garantizar la continuidad en su proceso de rehabilitación y reintegración social una vez cumplan la mayoría de edad?
· ¿Frente a la invisibilización y subregistro de la problemática de reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes, qué medidas espera adoptar el Gobierno Nacional a través de la Unidad Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas (AUARIV), para visibilizar los casos de amenaza por reclutamiento dentro del universo de las víctimas del conflicto armado?
· Los niños, niñas y adolescentes víctimas de reclutamiento y utilización por parte de grupos posdesmovilización de las AUC enfrentan dificultades para ser reconocidos como víctimas del conflicto armado. ¿Qué medidas adoptará el Gobierno Nacional para superar esta situación?
· ¿A través de qué mecanismos y acciones el gobierno nacional evalúa la eficacia en la implementación de medidas de prevención y protección adoptadas por las autoridades y la superación de las situaciones de riesgo advertidas por el SAT?
· No corresponde a la verdad la afirmación del Gobierno Nacional, según la cual, “A partir del año 2011 la CIAT adoptó la determinación de convertir en alerta temprana todos los informes de riesgo y notas de seguimiento”. ¿Qué medidas espera adoptar para cumplir efectivamente con esta manifestación y evitar que los documentos de advertencia emitidos por el SAT no sean reconocidos y adoptados como Alertas Tempranas?

Caso o situación

El Decreto 4912 de 2011 organiza el Programa Prevención y Protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos y comunidades coordinado por el Ministerio del Interior y de la Unidad Nacional de Protección. (Párrafo 55 Informe de Colombia)
En los avances administrativos se incluye: 

Por otro lado, para fortalecer la institucionalidad el Gobierno Nacional creó la Unidad Nacional de Protección (UNP), mediante el Decreto 4065 de 2011, (…)(Párrafo 71 Informe de Colombia)
Desde la creación de la UNP hasta julio de 2014 se han protegido 661 Defensores de Derechos Humanos. (…) (Párrafo 72 Informe de Colombia)
Teniendo en cuenta la situación de riesgo que deben enfrentar los Defensores de Derechos Humanos en zonas del país en las que el conflicto armado amenaza su labor, se han realizado 25 Comités de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas (CERREM) (…) (Párrafo 73 Informe de Colombia)
A través de la Defensoría del Pueblo (quien tiene presencia en el CERREM de Mujeres– Comité para la evaluación del riesgo), y del acompañamiento a procesos de protección de más de 100 mujeres (lideresas, defensoras de DDHH, víctimas), se encuentran muchas dificultades en las implementación de las medidas de protección. Estas se han agravado en los últimos meses, ante la falta de recursos de la Unidad Nacional de Protección.

Preguntas  al Estado colombiano

· ¿Cómo se garantizarán los recursos necesarios para brindar una protección efectiva y en los tiempos requeridos a mujeres y población diversa?

· ¿Cuáles son los avances de la Fiscalía general de la nación en la investigación de estas amenazas, para así poder desarticular el origen de dichas amenazas?

· ¿Cuáles son las estrategias para disminuir factores de riesgo y garantizar la vida de defensores /as de DDHH, líderes y lideresas?
Otras observaciones 
AVANCE NORMATIVO: Leyes 1408/10 (banco de perfiles genéticos de desaparecidos…), 1448/11, 1592/12 (modifica ley de justicia y paz). Acto Legislativo 01/12 (Marco jurídico para la paz). DECRETOS 4912/11 (organiza el programa de prevención y protección de los derechos a la vida,...), 2096/12 (unificó programa especial de protección integral miembros Unión Patriótica y Partido Comunista). 
AVANCE JURISPRUDENCIAL: Sentencias C-753/13 (exequibilidad ley 1448), C-912/13 (derecho a reparación diferencial con asistencia humanitaria y medidas de política social), C-579/13 (exequibilidad sobre máximos responsables, señaló alcances de instrumentos de Justicia transicional). 
AVANCE ADMINISTRATIVO: se avanzó en implementación del Plan Nacional de Búsqueda. Se creó Centro Único Virtual de Identificación (CUVI) entre Fiscalía, Policía y el INMLyCF. Identificación plena en laboratorios del CTI, INMLyCF y Policía Nacional. Directiva permanente Nro. 208 del Comando General de las Fuerzas Militares (establece políticas de respeto, garantía y protección de DDHH y aplicación del DIH). SAT de Defensoría, sus informes se remiten a la Comisión Interinstitucional de Alertas Tempranas coordinado por el Min interior. Defensoría viene implementando desde 2007 la estrategia psicojurídica de orientación en gran parte del territorio nacional. Gobierno creó la Unidad Nacional de Protección, adscrito al Min interior. Se han realizado 25 Comités de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas en Antioquía, Choco, Putumayo y Cauca.
En torno a la creación de la jurisdicción de Justicia transicional, se ha venido fortaleciendo la capacidad de Defensoría Pública en doble sentido: frente a la representación judicial a víctimas del conflicto armado y en la defensa de los postulados. Frente a las víctimas en casos de restitución de tierras, la Defensoría ha celebrado convenios con la Unidad de Restitución de Tierras, a fin de apoyar su labor y asumir la representación judicial de víctimas y de segundos ocupantes, entre otros aspectos.
Artículo 7: Prohibición de torturas, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y experimentos médicos o científicos no consentidos.
Caso o situación

Con la finalidad de implementar un enfoque diferencial para garantizar un trato digno e igualitario del cuerpo policial hacia las personas con orientación sexual o identidad de género diversas, se expidió la Directiva 006 de 2010; sin embargo, la Defensoría del Pueblo identificó que dichas personas cotidianamente están expuestas a diferentes tipos de violencias, en particular, contra las mujeres transgénero que han sido sometidas a actos crueles e inhumanos durante su retención en estaciones de policía. La violencia física, psicológica y sexual contra la población LGBTI se continúa reproduciendo entre los miembros de la fuerza pública como un síntoma de una cultura machista, homofóbica y transfóbica, que de no ser transformada de manera efectiva amenaza con continuar desconociendo sus derechos fundamentales.

Preguntas  al Estado colombiano

¿Cuáles son las medidas implementadas por el Estado colombiano para prevenir y sancionar las violencias contra la población LGBTI por parte de miembros de la Fuerza Pública?

Caso o situación

La Convención Contra la Tortura y Otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes reconoce expresamente que las cárceles y penitenciarias son un  escenario propicio para la comisión de actos de esta naturaleza, razón por la cual el artículo 11 de la Convención demanda de los Estados parte una continua revisión normativa y material de las condiciones de reclusión. Infortunadamente Colombia no es la excepción a esta realidad, por el contrario, recientes fallos de la H. Corte Constitucional han reconocido que la práctica de tortura en contra de los reclusos constituye una práctica generalizada en algunos centros de reclusión y que existen barreras institucionales que impiden que estos hechos sean conocidos por las autoridades competentes
. Lo anterior, cabe destacarlo, fue también reconocido por el propio Comité en el documento de “observaciones finales” al sexto informe periódico del Estado colombiano, oportunidad en la que señaló: “El Comité observa con preocupación la alta incidencia de hacinamiento, y las quejas de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes dentro de los centros penitenciarios y en lugares de detención temporal”
.    

En particular, preocupa a la Defensoría que los pocos casos constitutivos de tortura o tratos crueles e inhumanos en contra de los reclusos que llegan a conocimiento de las autoridades, no son tramitados de forma celera ni adecuada, y casi en ninguna ocasión los responsables son sujetos de sanciones disciplinarias o penales. 

Ante esta situación, la Defensoría ha implementado mecanismos expeditos para garantizar que las denuncias por casos de tortura lleguen a conocimiento de las autoridades judiciales y disciplinarias correspondientes; estos mecanismos han supuesto una reducción de los casos constitutivos de tortura y tratos crueles, pero infortunadamente no se han traducido en un mayor número de sanciones penales o disciplinarias. 
Preguntas  al Estado colombiano
· Cuántas investigaciones penales se han adelantado y condenas en firme han sido proferidas en contra del personal de guardia adscrito al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –Inpec-, por hechos constitutivos de tortura en los últimos cinco años?

· ¿Cuántas sanciones disciplinarias han sido adoptadas por la oficina de control interno disciplinario del Inpec en contra de miembros del personal de guardia, por hechos constitutivos de tortura o tratos crueles o inhumanos en el curso de los últimos cinco años?

· ¿Cuántas sanciones disciplinarias han sido adoptadas por la Procuraduría General de la Nación
 en contra de miembros del personal de guardia, por hechos constitutivos de tortura o tratos crueles o inhumanos en el curso de los últimos cinco años?

· ¿Es o no cierto que en sentencia T-282 de 2014
, proferida por la H. Corte Constitucional, se declaró que la práctica de torturas y tratos crueles e inhumanos era reiterada en la cárcel de máxima seguridad de la ciudad de Valledupar –La Tramacúa-, así como que existían bloqueos que impedían que las denuncias por estos hechos llegaran a las autoridades correspondientes?

· ¿Qué medidas ha adoptado el gobierno nacional para cumplir las órdenes dispuestas por la H. Corte Constitucional en sentencia T-282 de 2014, para hacer cesar los casos de tortura en el cárcel de máxima seguridad de la ciudad de Valledupar
?    

En relación con estos interrogantes, cabe destacar que la información con la que cuenta la Defensoría es que a la fecha no se han proferido condenas penales o sanciones disciplinarias al personal de guardia por hechos constitutivos de tortura, pese a que su práctica ha sido reconocida por la H. Corte Constitucional y denunciada en múltiples ocasiones y escenarios por la Defensoría del Pueblo. Es más, en la estadística de los procesos disciplinarios adelantados por el Inpec no figura siquiera el nomen iuris de “tortura”, es decir, los hechos son calificados como meras lesiones personales o abuso de autoridad. 

Artículo 8: Prohibición de la esclavitud, la servidumbre y los trabajos forzosos, y protección contra tales prácticas. 

Caso o situación

"El Estado colombiano ha promulgado normas que amparan a las personas en estado de vulnerabilidad que podrían ser objeto de servidumbre, esclavitud o trabajos forzosos". (Párrafo 80 Informe de Colombia)
Preguntas  al Estado colombiano

Especifique, ¿cuáles han sido las normas que el Estado colombiano ha promulgado para amparar a las mujeres que hoy, siendo personas adultas mayores dedicaron toda su vida incluso algunas desde la infancia, a servir en casas de familia sin ningún tipo de seguridad social, proyecto de vida individual y posibilidades de pensión y se encuentran en total desprotección, sin red familiar y en inseguridad económica?

Caso o situación

Avance normativo: Igualmente vale destacar el Decreto 1069 del 12 de junio de 2014, que establece la ruta de atención para las víctimas del delito de Trata de Personas. La norma tiene por objeto reglamentar las competencias, beneficios, procedimientos y trámites que deben adelantar las entidades responsables en la adopción de las medidas de protección y asistencia a las personas víctimas del delito de la trata de personas. (Párrafo 83 Informe de Colombia)
Avance administrativo: 

Se destaca la creación del Comité Interinstitucional para la Lucha contra la Trata de Personas, (…) (Párrafo 84 Informe de Colombia)
Existen dificultades en la implementación de la Ley, pero de manera especial en la activación de las Rutas – sobre todo en zonas apartados -, siendo una de las principales dificultades el que se exija a las víctimas el denuncio antes de iniciar la ruta de atención y muchas veces las condiciones. 

Preguntas  al Estado colombiano

¿Cuáles son los mecanismos para fortalecer la implementación de las rutas de atención en el territorio, más allá de los Comités que en la gran mayoría de regiones están en el papel y solamente cumplen con una formalidad pero no actúan a favor de las víctimas?

Artículo 9: Derecho a la libertad y a la seguridad personal, garantía sobre la detención arbitraria.

Caso o situación

La Defensoría del Pueblo ha identificado que en el desarrollo de las compilaciones se conducen ciudadanos a cuarteles o distritos militares por largos periodos de tiempo con el propósito no solo de obligarlos a inscribirse, sino de someterlos a exámenes, y si resultan aptos incorporarlos inmediatamente a las filas. Esta situación tiene como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales como la libertad de circulación, la libertad personal y el debido proceso. Esta Entidad se ha reunido con las autoridades militares para esclarecer el alcance de la expresión "compeler" y determinar la aplicación de un protocolo de reclutamiento respetuoso de las garantías fundamentales, ha interpuesto quejas ante la Procuraduría General de la Nación y ha acompañado múltiples casos de jóvenes reclutados irregularmente. 
Preguntas  al Estado colombiano

¿Qué instrumentos ha desarrollado el Estado colombiano a fin de proteger los derechos a la libertad de circulación, la libertad personal y el debido proceso de los jóvenes requeridos para la prestación del servicio militar?

Artículo 10: Derechos de las personas privadas de la libertad.

Caso o situación

Adolescentes en conflicto con la Ley penal: la Defensoría del Pueblo, a través del informe defensorial "Violaciones a los derechos humanos de adolescentes privados de la libertad" (2015), denunció graves situaciones de vulneración a los derechos de adolescentes privados de la libertad en las distintas modalidades de internación con las que el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente cuenta en Colombia, como graves falencias y dificultades en la incorporación del enfoque de derechos de infancia, por parte tanto de los operadores y administradores de los centros de internación, como por parte de las autoridades administrativas y judiciales operadores del sistema.

Preguntas  al Estado colombiano

· Indique, ¿cuál fue el balance en la aplicación del CONPES 3629 del 14 de diciembre de 2009, específicamente en cuanto al desarrollo de procesos de justicia restaurativos para la prevención de la delincuencia juvenil?

· Señale, ¿qué medidas se han implementado para evitar el aislamiento de adolescentes en celdas de castigo, como lo evidenció el informe de la Defensoría del Pueblo, situación que representa una grave vulneración a sus derechos como una transgresión a estándares internacionales de protección?

· Indique, ¿qué medidas se han implementado en el ámbito territorial, para garantizar el desarrollo de políticas públicas locales que garanticen a adolescentes en conflicto con la Ley penal el acceso pleno y efectivo al derecho a la educación, la salud, la recreación y la cultura?

· Explique, ¿qué medidas se han implementado para separar a los mayores de 18 años (jóvenes) privados de la libertad y que cumplen sanciones en el marco del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, de los menores de 18 años (adolescentes) en los centros de internación?                                                                                                                           

· Indique, ¿qué programas se han implementado en el marco del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, para el tratamiento de adolescentes y jóvenes con problemáticas de consumo de sustancias psicoactivas - SPA -?                                                                                                            

· Indique, ¿qué programas se han implementado en el marco del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, para el tratamiento de adolescentes y jóvenes con graves problemas de salud mental?

Caso o situación

No existen políticas claras o programas adecuados para las mujeres privadas de la libertad, lo que se une a la grave crisis carcelaria. Situación que se hace aún más crítica en las personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas.
Caso o situación

La Defensoría del Pueblo adelanta una constante labor de vigilancia a las condiciones de reclusión de cada uno de los 137 centros carcelarios y penitenciarios del orden nacional, esto es, que son administrados por el Inpec. Fruto de dicha labor se ha identificado el siguiente panorama en materia de garantía de derechos de la población privada de la libertad: 1º) un hacinamiento desbordado que en algunos casos, como en la ciudad de Riohacha –Guajira-, alcanza cifras del 480%, lo que implica que los reclusos tienen un espacio para dormir no mayor de 60 centímetros cuadrados; 2º) infraestructura inadecuada u obsoleta: un número significativo de los establecimientos operan en edificaciones que no fueron concebidas como cárceles, además, carecen de las condiciones mínimas para albergar con dignidad a la población carcelaria; 3º) deficiente atención en salud tanto a nivel básico como especializado, muestra de ello es que la Defensoría se ha visto obligada a interponer múltiples acciones de tutela
 pues en distintos establecimientos se retiró durante semanas, e incluso meses, al personal médico que prestaba sus servicios; y 4º) ausencia de programas de resocialización y reinserción adecuados que garanticen el fin resocializador de la pena de prisión.
La gravedad de la problemática carcelaria del país puede advertirse con facilidad, si se compara la situación actual con aquella que motivó la declaratoria del estado de cosas inconstitucional en el año 1998
. En aquella oportunidad, el hacinamiento en los centros de reclusión ascendía al 30%, lo que motivó la intervención de la Corte Constitucional en el diseño de la política carcelaria y condujo a que para el año 2002 se alcanzara un mínimo histórico de hacinamiento del 15%. Sin embargo, hoy el hacinamiento alcanza el 56% y en el año 2014 bordeó máximos históricos cercanos al 60%.

En otras palabras, no faltamos a la verdad si aseguramos que nunca en la historia del país la problemática carcelaria fue tan grave como la que hoy debemos afrontar.

En este escenario, la pena de prisión y la detención preventiva llevan aparejados tratos que bien pueden ser catalogados, cuando menos, como inhumanos y degradantes; los cuales tienen lugar con la aquiescencia de las autoridades públicas que administran el sistema carcelario colombiano. En otras palabras, la actual crisis carcelaria supone, en criterio de la Defensoría del Pueblo, una flagrante violación al art. 16 de la Convención Contra la Tortura y, por esa vía, a los artículos 7º y 10º del Pacto.
A efectos de integrar la “lista de cuestiones” que será remitida al gobierno colombiano, respetuosamente quisiéramos destacar los siguientes aspectos de la problemática penitenciaria:
Hacinamiento creciente: Al día de hoy, 06 de enero de 2016, el hacinamiento carcelario en el país se ubica en un 56,58%; lo que supone 42.549 reclusos por encima de la capacidad de los centros de reclusión. Esta cifra global, si bien en sí misma es preocupante, esconde niveles de hacinamiento dramáticos, así, por ejemplo, en la costa norte del país el nivel promedio de hacinamiento alcanza el 94% y en esta misma zona la población femenina debe soportar niveles de hacinamiento cercanos al 250%.

Más grave aún, la capacidad de los centros de reclusión es determinada a partir de un estimativo del número de internos que pueden ser ubicados en cada celda, sin que se atienda ningún tipo de parámetro técnico. En particular, la noción de cupo carcelario que utilizan las autoridades para fijar la capacidad de los centros de reclusión, se limita al número de camas o literas que podrían ser ubicadas en el espacio destinado como dormitorio; ignorando que el concepto de cupo carcelario involucra la infraestructura necesaria para garantizar las condiciones mínimas de dignidad de los reclusos y los espacios suficientes para el desarrollo de programas de resocialización. De atenderse a estos criterios el hacinamiento carcelario sería mucho mayor al oficialmente reportado.    
Infraestructura carcelaria inadecuada e insuficiente: Además de lo antes señalado, cabe destacar que la construcción de nuevos cupos carcelarios es escasa y no avanza con la celeridad que amerita la gravedad de la crisis penitenciaria. Así, por ejemplo, durante el año 2015 estaba programada la entrega de 5.899 nuevos cupos en las cárceles y penitenciarias del país, sin embargo de este número sólo se entregaron efectivamente 1.912, es decir, poco más del 32% de los cupos proyectados. 

Insuficiente suministro de agua para el consumo de los reclusos y para otros usos: La Defensoría del Pueblo ha constatado que en un considerable número de centros de reclusión, el agua sólo se suministra a los reclusos por breves períodos, lo que impide a la población privada de la libertad contar con el líquido suficiente para satisfacer sus necesidades básicas. Esta situación se encuentra perfectamente documentada y ha sido reconocida por distintas instancias judiciales, pese a lo cual las autoridades carcelarias no han adoptada las medidas necesarias para garantizar el suministro permanente, o cuando menos suficiente, de agua a la población privada de la libertad. Tal es el caso de la cárcel de máxima seguridad de Valledupar, en dónde a los reclusos apenas se les provee del preciado líquido por 30 minutos en horas de la mañana y 30 minutos en horas de la tarde. Además, por problemas en la red hídrica el agua no llega a las celdas de los pisos superiores, razón por la cual los internos se ven forzados a hacer sus necesidades fisiológicas en bolsas plásticas y botellas que posteriormente arrojan al exterior de la edificación, lo que promueve un ambiente absolutamente insalubre. En sentencia T- 282 del 14 de mayo de 2014, la Corte Constitucional ordenó que en el término de un año debían adelantarse todas las actuaciones necesarias para garantizar el suministro de agua de forma permanente en el centro de reclusión, sin embargo a la fecha, es decir, vencido el término fijado por la Corte en más de 6 meses, se han adelantado pocas acciones para garantizar el suministro del agua.
Atención en salud: La Defensoría del Pueblo constató y denunció que en el año 2015 se presentó una progresiva disminución de la atención en salud suministrada a la población privada de la libertad, tanto en términos de calidad como de cobertura
. Así, por ejemplo, en el departamento de Antioquia más de 14.000 reclusos dejaron de recibir atención médica por varias semanas en razón a problemas administrativos atribuibles a la entidad estatal encargada de suministrar los servicios de salud (Caprecom EPS). De igual modo, es una constante en todos los centros de reclusión que el número de médicos es insuficiente para atender los requerimientos de los reclusos y estos difícilmente pueden acceder a procedimientos especializados. Por otra parte, cabe destacar que por general los reclusos no son sometidos a exámenes médicos al ingresar el centro de reclusión, por lo que se ignora su real estado de salud. 
Condiciones de reclusión de enfermos mentales graves: El Código Penitenciario y Carcelario, Ley 65 de 1993 modificada por la Ley 1709 de 2014, ordena que los reclusos que padecen de enfermedades mentales graves se encuentren recluidos en locaciones de carácter medico asistencial, en las que reciban el tratamiento que su condición demanda. Infortunadamente al día de hoy dichas locaciones no existen, razón por la cual los reclusos con enfermedades mentales graves se ven obligados a compartir los mismos espacios con la población privada de la libertad común o a permanecer largos períodos en las áreas de aislamiento (las llamas “Unidades de Tratamiento Especializado” UTE). 
Más grave aún, la Defensoría constató y denunció que los reclusos que padecen de enfermedades mentales graves no reciben la atención psiquiátrica que su padecimiento amerita. En la mayoría de los casos los internos con esta condición apenas son atendidos cada tres meses por un psiquiatra, y no reciben acompañamiento psicológico. De igual modo, la Defensoría constató varios casos en que un único psiquiatra atendió más de 60 reclusos en el curso de dos horas, lo que supone un promedio de dos minutos por consulta
. 
Preguntas  al Estado colombiano
· ¿Cómo se explica que pese a las medidas legislativas señaladas en el informe, el hacinamiento carcelario aumentara en poco menos de un 10% durante el año 2015?
· ¿Por qué razón apenas se construyó el 32% de los cupos carcelarios proyectados para ser habilitados en el curso del año 2015?
· ¿Por qué razón no se han intervenido los establecimientos que registran mayores índices de hacinamiento y que durante años han mostrado índices de sobreocupación exagerados como los centros de reclusión de las ciudades de Riohacha (Guajira) y Santa Marta (Magdalena)?

· ¿Qué planes concretos se tienen para garantizar en el corto plazo el suministro permanente de agua en los centros de reclusión en los que actualmente se raciona el preciado líquido, como es el caso de las cárceles de Valledupar (Cesar), Guaduas (Cundinamarca) y Bogotá –La Picota-?

· ¿Es o no cierto que durante el año 2015 en distintos centros de reclusión se suspendió la atención en salud durante varias semanas, y que en general las cárceles y penitenciarias cuentan con personal médico insuficiente para atender adecuadamente a la población privada de la libertad?

· ¿Se tienen programados planes concretos y dotados de recursos para la construcción y adecuación de los centros de atención de inimputables y personas con trastornos psiquiátricos sobrevinientes, que prevé la Ley 65 de 1993 modificada por la Ley 1709 de 2014?

Artículo 12: libertad de circulación de las personas.
Caso o situación

La deportación masiva y arbitraria de colombianas y colombianos desde Venezuela a partir del cierre de los pasos fronterizos, generó una crisis humanitaria que implicó el desarrollo de acciones para  proteger sus derechos a la integridad personal, al interés superior de la niñez, al derecho a no ser separado de sus familias, el derecho a la circulación y residencia y el derecho a la propiedad, como consecuencia de la violación al debido proceso migratorio (El presente caso también hace referencia al Artículo 13: protección de los extranjeros contra las expulsiones arbitrarias).

Preguntas  al Estado colombiano

¿Qué acciones adelantó el Estado colombiano para salvaguardar los derechos fundamentales de la ciudadanía deportada desde territorio venezolano y mitigar el impacto de la crisis humanitaria? (El presente caso también hace referencia al Artículo 13: protección de los extranjeros contra las expulsiones arbitrarias).

Caso o situación

Atención a niños, niñas y adolescentes víctimas de desplazamiento forzado: al día 01 de diciembre de 2015, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas reportan 6.598.604 víctimas de desplazamiento forzado, de las cuales aproximadamente la tercera parte, son niños, niñas y adolescentes.
Preguntas  al Estado colombiano

· Indique, si el Estado colombiano cuenta con programas especializados para la reparación integral de niños, niñas y adolescentes víctimas de desplazamiento forzado, y cuáles han sido sus resultados en cobertura, prevención y protección.

· Señale, ¿cuántos niños, niñas y adolescentes víctimas de desplazamiento forzado, han sido sujeto de reparación integral, indicando cuál ha sido el mecanismo de reparación implementado.   

· Indique, ¿qué mecanismos de participación existen a favor de niños, niñas y adolescentes víctimas de desplazamiento forzado?,  ¿cómo se han implementado desde la vigencia de la Ley 1448 de 2011 (Ley de víctimas) y cuáles han sido los resultados más relevantes?

Caso o situación 

Colombia durante más de cincuenta años ha experimentado un conflicto armado interno, resultado de una histórica confrontación entre actores armados y no armados legales e ilegales, que se disputan el control de territorios en que se ubican recursos naturales estratégicos, monocultivos (lícitos e ilícitos)
, proyectos de infraestructura, pero al mismo también se caracterizan por ser zonas con una histórica ausencia de la institucionalidad estatal, lo cual se refleja en crónicas situaciones de vulnerabilidad estructural
 y débil capital social de las comunidades en riesgo y situación de desplazamiento para su exigibilidad de derechos.

La sumatoria de los anteriores factores ha traído como consecuencia vulneraciones sistemáticas a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario: secuestros de civiles y toma de rehenes, ataques a población civil, estigmatización, extorsiones, amenazas, masacres, bombardeos, uso indiscriminado de explosivos, contaminación por armas (MAP y MUSE), reclutamiento de menores, violencia contra mujeres y minorías étnicas, asesinatos colectivos y selectivos; todos estos hechos llevan a que se limite y vulnere el goce efectivo a los derechos a la vida, libertad, trabajo, alimentación, integridad y la movilidad de las personas y comunidades, a que ellas se sientan amenazadas y en aras de proteger sus vidas se vean presionadas a desplazarse.

La persistencia e incremento del desplazamiento llevó al Estado, con el apoyo de organismos de la Cooperación internacional y la sociedad civil a concebir e implementar un marco legislativo y de políticas para la prevención, protección y restablecimiento de derechos de la población en riesgo y víctima de este flagelo.

En efecto, el desplazamiento forzado fue reconocido en 1997 con la Ley 387
, luego, en 2005 para facilitar el proceso de desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia – AUC se emite la Ley 975 de 2005
 que fija una serie de políticas en materia de verdad, justicia e indemnización de las víctimas; en 1998 se emite la Ley 1190 que institucionaliza la adopción y financiación de una política  de atención en los gobiernos territoriales, y recientemente, en 2011, el desplazamiento forzado se integra a la generalidad de los hechos victimizantes del conflicto armado en la Ley 1448 de 2011, como uno de los hechos  victimizantes de las personas o poblaciones que sufrieron daño como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno
.

En este recorrido legislativo, es menester mencionar el impacto que han tenido los tribunales, en particular, la Corte Constitucional, la cual mediante la Sentencia T-025 de 2004 y sus Autos de seguimiento ha catalizado un importante proceso de desarrollo de políticas públicas que han ampliado los umbrales de protección de derechos y en particular han logrado entronizar el Goce Efectivo de Derechos –GED- como el referente para el diseño, gestión y evaluación de las políticas públicas.

Han pasado 12 años de la emisión de la mencionada Sentencia, y  si bien se han logrado importantes avances en fortalecimiento institucional e incrementos en coberturas de derechos como la ayuda humanitaria y el registro y una mayor visibilidad de la importancia de los derechos y obligaciones estatales frente a la población desplazada. No obstante lo anterior, las comunidades en riesgo y situación de desplazamiento continúan viviendo en condiciones de vulnerabilidad estructural y situacional que limita el Goce de los Derechos GED, en muchos campos de gestión de políticas hay magros resultados para pasar del diseño a la materialización de los derechos en prevención y protección, restablecimiento en escenarios de retorno y reubicación, políticas diferenciales para mujeres, niños y niñas y grupos étnicos y la exigibilidad mediante el ejercicio del derecho a la participación en escenarios de políticas públicas
.

Por último, a lo anterior  se suma la expectativa de modificación de los escenarios de riesgo por conflicto armado en razón de que a mediados del año 2012, el Gobierno Nacional inició un proceso de negociación con la guerrilla de las FARC, con el propósito de terminar el conflicto armado interno que vive el país; escenario de negociación en el que se ha permitido la opinión de la sociedad civil, así como de las víctimas. 

En este escenario, la Defensoría del Pueblo ha solicitado que en el contexto de la adopción e implementación de los acuerdos del proceso de negociación se dé especial garantía a los derechos de las víctimas
.

Acorde con lo anterior aun cuando el gobierno colombiano ha hecho ingentes esfuerzos para la atención a la población víctima de desplazamiento forzado y otros hechos victimizantes para la Defensoria continúa en forma persistente y prolongada la vulneración de los derechos de las comunidades en riesgo y  población en situación de desplazamiento forzado debido a nuevos
 escenarios de conflicto armado y violencia generalizada
, y falencias en las políticas de restablecimiento de derechos lo cual ocasiona una inadecuada respuesta institucional y algunas limitaciones para la exigibilidad de los derechos por parte de estas poblaciones.

En Colombia, el desplazamiento forzado es una de las prácticas bélicas más recurrentes en el contexto del conflicto armado, donde al 1 de diciembre de 2015, hay reconocidas 6.598.604 personas como víctimas de desplazamiento forzado
, que corresponden al 13% del total de habitantes del país, estimado en 48.202.617, según proyecciones del DANE.Ese valor corresponde al  86% de las personas registradas como víctimas (7.821.641) están en situación de desplazamiento.
Se distinguen dos grandes causas que explican la ocurrencia del desplazamiento y su persistencia en el tiempo: el conflicto por la tierra y el conflicto por el territorio (Osorio & Lozano, 1999). Estas causas son el conflicto por tierras y el conflicto por territorios

Dinámicas del desplazamiento forzado 
El desplazamiento como fenómeno de movilidad forzada tiene varias manifestaciones, a saber:

· Desplazamiento masivo: es aquel que afecta a más de 50 personas o más de 10 familias
. Según OCHA, entre Noviembre de  2012  a  Jun 2015 se establecieron  62.251 personas desplazadas en eventos masivos. “Según el monitoreo de eventos masivos que realiza OCHA -que representan sólo una proporción del total de desplazamientos en Colombia-, los afrocolombianos e indígenas son los más afectados por este tipo de desplazamiento, representando el 74% del total reportado entre noviembre de 2012 y junio de 2015”
. 
Para el período Noviembre de 2012-junio de 2015, OCHA establece que se mantiene la concentración de los desplazamiento en los departamentos de la región pacífica y Antioquia, que concentran el 64% de los desplazamientos totales registrados por la UARIV para ese período y el 88% de los masivos monitoreados por OCHA
.
Estas zonas también concentran la mayoría de acciones bélicas, en su mayoría combates entre la Fuerza Pública y las FARC–EP y se caracterizan por alta presencia de cultivos de coca, corredores de narcotráfico y actividades de minería ilegal
. 

· Desplazamiento Individual (familias): También denominado gota a gota es el que afecta  a menos de 50 personas. Según el registro único de Víctimas, el 89% de las personas registradas fueron expulsadas de manera individual. Según informe del CICR en 2013…”hubo desplazamientos individuales sobre todo en Cauca, Caquetá, Guaviare, Nariño, Putumayo y Valle… Una gran parte de esos desplazamientos de los que tuvo conocimiento fueron intraurbanos, es decir, dentro de las ciudades, muchos de ellos causados por muchos de ellos causados por asesinatos, amenazas, violencia sexual, robo de bienes y amenazas de reclutamiento”
.

· Desplazamiento Intraurbano: Según Codhes: “Desde 1996 el fenómeno ha tenido un crecimiento constante, con un incremento dramático en 2012, año en el que al menos 20.490 personas se vieron obligadas a desplazarse dentro de una misma ciudad por la acción de grupos armados ilegales. Estos eventos se presentaron en 45 municipios, de los cuales los más afectados fueron: Medellín con  9.941 personas;  Buenaventura con 6.207 personas, El Tarra para 1.250 personas y Suárez 1.047 personas…CODHES identificó para 2012,  24 eventos de desplazamiento intraurbano de los cuales 23 fueron masivos. Estos eventos se concentraron en 6 municipios: Medellín, Buenaventura, Tumaco, Soacha, El Tarra y Toribío. En 22 de los 24 eventos los responsables fueron GPD, entre ellos “La Empresa”, “Los Urabeños”, “Los Rastrojos”, Los Combos en Medellín, “La Oficina” y otros sin identificar. En los demás eventos participaron las FARC y la fuerza pública”
 (Codhes, 2014). 
Migración forzada a otros países.
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Fuente: El Tiempo. Especial “Colombia refugiada”. Consulta hecha el 27 de junio. Disponible en [image: image2.emf]
A la par hay un fenómeno co-relacionado que es poco analizado: el Confinamiento, se expresa en bloqueos para moverse en el territorio (paro armado), también restricciones a la movilidad por minas, con los consiguientes efectos en términos de desabastecimiento, y en las zonas rurales se produce afectación a la vida de las comunidades, por ejemplo, las comunidades indígenas no pueden ir las zonas de pesca y deben moverse en unas zonas.

Según OCHA…“283.819 personas han sido confinadas entre Enero de 2013 y Junio  2015…los departamentos de Nariño, Caquetá, Valle del Cauca y Antioquia han concentrado más de la mitad de la población afectada durante las negociaciones de paz con limitaciones al acceso a servicios básicos, movilidad y confinamiento”
. 

Algunas cifras

· El 51% de las personas desplazadas son mujeres (3.248.081) 
· El 49% hombres (3.083.986).
· El 0,018% se identifican como LGBTI (1.204 personas)
· El 34% son menores de edad, 2.206.493, distribuidos así: 

· El 20% son niños y niñas. Es decir,  1.275.767  niños entre 0 a 11 años 

· El  14% son adolescentes, 930.726 jóvenes entre 12 a 17 años
Según OCHA, “las mujeres, los niños, niñas y adolescentes siguen siendo grupos especialmente vulnerables. Según los datos de la UARIV el 52% de las personas desplazadas en el periodo noviembre 2012 - junio 2015 fueron mujeres y casi el 48% niños, niñas y adolescentes”. 

· El 7% de las personas registradas son de la tercera edad, que corresponden a 442.536 personas entre 61 a 100 años.
· El 10% de los indígenas de Colombia son desplazados, es decir, 146.866 personas. Según el censo del DANE  habían en Colombia en 2005,  1.378.000 indígenas.
· El 18% de los afro-colombianos están en desplazamiento forzado, es decir 646.215 afros están en el registro oficial reconocidos como desplazados. Según el censo del DANE de 2005 habían en ese momento 3.448.389 colombianos que se definían como afro
. 
ATENCIÓN AL DESPLAZAMIENTO A 3 AÑOS DE IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY 1448 DE 2011
.

Entre los años 2012 a 2014 la Ley 1448 de 2011 ha catalizado significativas modificaciones institucionales que han impactado en las políticas destinadas a la atención a la población en riesgo y situación de desplazamiento forzado. Dado que meses previos a la implementación de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, ésta fue presentada como el medio para superar las falencias institucionales que originaron el Estado de Cosas Inconstitucional –ECI-se considera que pasados tres años de implementación, hay elementos que permiten establecer que tan cerca o lejos está la institucionalidad de víctimas que subsumió al viejo SNAIPDV
 de cumplir el mencionado designio. En este contexto, la Defensoría del Pueblo, en desarrollo de sus funciones misionales como Ministerio Público, así como en desarrollo del mandato asignado por la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 de 2004, de hacer seguimiento a las medidas adoptadas por los gobiernos nacional y territorial para superar el ECI, ha desplegado entre 2012 y 2014, una estrategia de seguimiento que ha permitido llevarle el pulso a las trayectorias que han asumido en las regiones de Colombia, los cambios institucionales adelantados para operar las políticas de atención y reparación a las víctimas, en términos de su impacto para el restablecimiento de derechos de la población desplazada.

Entre 2012 y 2014, pese a los importantes recursos financieros e institucionales desplegados por los Gobiernos nacional y territoriales, la atención a las comunidades y personas en situación de desplazamiento no ha subsanado en el fondo las falencias que originaron el Estado de Cosas Inconstitucional –ECI-, lo cual no significa que no se hayan producido avances parciales en ciertos campos, pero son eso, avances sectorizados, adscritos a la gestión de una serie de proyectos, pero que no son base suficiente para dar por superado un problema estructural de protección y garantía de derechos como es el ECI. El balance de tres años de gestión de políticas de atención al desplazamiento, en el contexto de la aplicación de la Ley 1448 de 2011, se ha caracterizado por las siguientes continuidades y cambios: 

• Fragmentación entre las políticas de prevención y protección, Atención Humanitaria y Estabilización y Consolidación Socioeconómica. 

• Los modelos de asistencia social, para atención a la pobreza monetaria, se entronizan como el enfoque de las políticas de atención a población desplazada. Esto es particular visible en materia de Atención humanitaria y Estabilización socioeconómica en vivienda y estímulos al retorno –Programa Familias en su Tierra- FEST-. 

• Baja gestión de políticas diferenciales –caso mujer en situación de desplazamiento y procesos de restablecimiento de las comunidades étnicas-. Lo cual lleva a que el SNARIV no pase de la fase de diagnóstico, concertación y proyectos piloto, lo cual redunda en que la principal atención se centra en enfoques de asistencia y actividades puntuales asociadas a fallos judiciales (caso pueblo Jitnu en Arauca). 

• Asignación de competencias a los Gobiernos territoriales pero sin asignación de recursos nuevos, lo que lleva a que sólo los entes grandes cuenten con recursos para desarrollar las funciones que les asignan. Cambios. Nuevos hechos institucionales.

• Con ocasión de las modificaciones en materia de inclusión en el registro, las cifras oficiales de personas víctimas de desplazamiento están empezando a reflejar la magnitud del desplazamiento forzado en los últimos 30 años. En efecto, el antiguo Registro Único de Población Desplazada RUPD, siempre estuvo rezagado en la cifra de personas reconocidas como desplazadas, razón por la cual, hasta antes de la Ley 1448 de 2011, el gobierno nacional reconoció un poco menos de un millón de personas como desplazados, mientras que Organizaciones No Gubernamentales como Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento –CODHES-, para la misma fecha estimaban en cerca de tres millones el número de desplazados. En este orden, por efecto del proceso ampliación del período de declaración hoy en día, el registro oficial tiende a reflejar en mejor medida la realidad del desplazamiento forzado. 

• Por efecto de la ampliación de la oferta de subsidios monetarios condicionados, se ha logrado una ampliación significativa de la cobertura en la entrega de la Atención Humanitaria, aunque persisten barreras de acceso y han surgido nuevas, que limitan el potencial de esta política para restablecer derechos. 

• Surge una corriente discursiva oficial que busca omitir la existencia de un marco previo de derechos de la población desplazada –ahora hablemos de víctimas- y que se expresa en hechos institucionales como el Decreto 2569 de 2014, el cual abre la posibilidad de equiparar superación de la vulnerabilidad –de ingresos- con el referente de goce efectivo de derechos y de esta manera ir desmontando esta categoría de los informes y políticas de atención. Por ende, la vulnerabilidad de ingresos puede devenir en el camino expedito para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional ECI, generando una hoja de ruta para institucionalizar un menor umbral en los contenidos de las políticas de atención al desplazamiento, frente a lo dispone la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Ley 387 de 1997. En concordancia con lo anterior, el acceso a programas de subsidios condicionados se equipara a goce efectivo de derechos (caso vivienda de interés social entregada en el programa de las 100 mil viviendas gratis, Atención Humanitaria, capacitación para generación de ingresos, entre otros). 

• El restablecimiento no se asume como proceso social e integral con anclaje a procesos de desarrollo territorial, como fija la Ley 387 de 1997, sino que se orienta a la individualización de la atención, por lo que se centra en la gestión de carencias de personas y familias, lo que saca el análisis de la situación de goce efectivo de derechos del contexto de vulnerabilidad estructural de las zonas de reubicación o retorno. 

• Con ocasión de los esfuerzos de la UARIV
 en fortalecimiento territorial se ha logrado un impulso significativo para que los gobiernos territoriales diseñen Planes de Acción territorial y reporten la gestión que adelantan en las víctimas, lo cual ha contribuido a un grado de institucionalización de las políticas de atención a las víctimas en los gobiernos territorios, que la antigua Agencia Presidencial para la Acción Social y Cooperación Internacional –Acción Social, en 7 años de gestión no había logrado. 

• Dispersión de fuentes de interlocución de la nación con los gobiernos territoriales para la gestión de las políticas de atención, esto surge de las diversas iniciativas de fortalecimiento que despliegan las entidades nacionales, pero también, por el incremento del control financiero y de gestión de la nación sobre los gobiernos territoriales. 

• Generalización de la competencia entre entes territoriales
 –lógica de cuasi mercados - como mecanismo para asignar los recursos nacionales de inversión. Lo anterior está generando que se condicione el acceso a recursos a los gobiernos territoriales a los resultados de convocatorias, donde los entes compiten entre sí y en los que el 95% de los entes (que corresponde a las categorías 3 a 6) territoriales no cuentan con las capacidades para co-financiar iniciativas. 

• Explosión programática. Existe una dispersión de planes, programas, proyectos, sin articulación y financiación. Los gobiernos municipales debieron diseñar entre 4 a 5 planes de atención a víctimas, a saber: Plan de desarrollo, Plan de Acción Territorial, Plan de contingencia, planes de retornos, planes de reparación –las rutas-). Lo anterior implica: - Que los municipios gastaron entre 12 a 24 meses en planeación de estas políticas, y solo han contado con entre 12 a 16 meses para la gestión de éstos, lo cual abre la puerta a indagar sobre los impactos de las políticas que se vienen adelantando. - Ante la ausencia de nuevos recursos –diferentes a los del Sistema General de participación- la mayor parte de la ejecución de esos planes depende de calificar en las convocatorias nacionales y la gestión de recursos que logre cada alcalde o gobernador. Dado este balance general el análisis da una serie de campos de política pública que considera, hoy en día los escenarios en los cuales se juega el restablecimiento de derechos de la población desplazada con base en las causas estructurales que dieron origen al fenómeno del desplazamiento forzado y que hoy persisten.

Preguntas  al Estado colombiano

· ¿Qué acciones reales y efectivas para la mitigación del riesgo a la población desplazada acorde con  los principios de  subsidiariedad y complementariedad -mediados por unos filtros de pertinencia o viabilidad del nivel nacional-; se están implementando desde la política nacional en prevención-protección con los programas locales –expresados en el Plan de Desarrollo y el PAT- para subsanar las causa de fondo y situaciones estructurales de riesgo denunciadas por la Defensoría del Pueblo?
· ¿A qué se debe la baja gestión de políticas diferenciales –caso mujer en situación de desplazamiento y procesos de restablecimiento de las comunidades étnicas?-. Lo cual lleva a que el SNARIV no pase de la fase de diagnóstico, concertación y proyectos piloto, lo cual redunda en que la principal atención se centra en enfoques de asistencia y actividades puntuales asociadas a fallos judiciales.
· ¿Por qué el restablecimiento de los derechos de la población desplazada y víctima no se asume como proceso social e integral con anclaje a procedimientos de desarrollo territorial, como fija la Ley 387 de 1997?, sino que se orienta a la individualización de la atención,  centrándose en la gestión de carencias de personas y familias, lo que saca el análisis de la situación de goce efectivo de derechos del contexto de vulnerabilidad estructural de las zonas de reubicación o retorno de las comunidades desplazadas y/o en riesgo de serlo.
· ¿Cuál es la política pública aplicable con criterios diferenciales (edad, genero, discapacidad, NNA, LGBTI, Etnias) para las personas y familias deportadas, expulsadas y retornadas de la República Bolivariana de  Venezuela, entre los que se encuentran personas víctimas de desplazamiento forzado y otros hechos victimizantes; cuya crisis fue atendida por el gobierno colombiano como emergencia y una vez pasada esta fase, este grupo social está necesitando respuestas duraderas con respeto a su dignidad y derechos?
Artículo 14: Igualdad ante la Ley, garantías del debido proceso y principios que deben regir la administración de justicia.
Caso o situación

La Defensoría del Pueblo ha identificado situaciones de presunta vulneración a derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual, por posible revictimación en el marco del escenario  judiciales, particularmente de investigación penal.

Preguntas  al Estado colombiano

· Indique,  ¿cuenta con autoridades especializadas para la atención a niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual en todo el país y si estos tienen protocolos o procedimientos para la entrevista/toma de declaraciones/rendición de testimonio/ a favor de niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual?

· Indique, ¿cuántas investigaciones en sede de la Fiscalía General de la Nación se produjeron por presunto delito de violencia sexual y de estas, cuántas sentencias condenatorias resultaron por estos hechos?   
Otras observaciones
AVANCE NORMATIVO: Leyes 1564/12 (Código General del Proceso), 1437/11 (Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo). 
AVANCE JURISPRUDENCIAL: Sentencias C-896/12 (declara inconstitucional art. 80 de la Ley 1480/11 que permitía ejercicio de funciones jurisdiccionales al Min justicia), C-818/11 (sintetiza reglas en materia de protección del derecho fundamental de petición). 
AVANCE ADMINISTRATIVO: proyecto implementado por la Procuraduría sobre "Lucha contra la impunidad por error judicial". En 2011 la Fiscalía busca desarrollar política para garantizar conocimiento y aplicación del principio de igualdad y no discriminación, diseñó programa metodológico para investigación de violaciones a DH cuyas víctimas sean niños y adolescentes, y da enfoque diferencial a tercera edad, afrocolombianos, indígenas, discapacitados y población LGBTI.
La Defensoría del Pueblo ofrece el servicio de asesoría jurídica a quien lo requiera, así como la designación de defensor público a toda persona que solicite el servicio, siempre que se encuentre en condiciones de vulnerabilidad social y/o económica. En tal sentido, el profesional del derecho velará por el respeto de sus derechos y garantías en la actuación procesal (vgr. presunción de inocencia, defensa técnica, debido proceso, doble instancia, non bis in ídem,...).  

La  Defensoría Pública presta sus servicios en 36 regionales del país, y aunque actualmente tiene  un poco más de 4.000 defensores públicos, la carga de trabajo resulta excesiva por el cúmulo de procesos y requerimientos para cubrir las necesidades a nivel justicia, lamentablemente por razones presupuestales es imposible contratar el número de profesionales en términos ideales para una mejor prestación del servicio y mayor cobertura nacional.
Artículo 18: Libertad de pensamiento, conciencia y religión.

Caso o situación

Pese a la existencia de normas jurisprudenciales relacionadas con el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia frente al servicio militar obligatorio se ha identificado un déficit en la protección de este derecho fundamental. Las fuerzas militares y las autoridades judiciales desconocen e inaplican este derecho, lo que obliga a quienes pretenden ser reconocidos como objetores a interponer acciones de tutela. Con base en las situaciones identificadas, la Defensoría del Pueblo formuló una serie de recomendaciones con el fin de optimizar la garantía de este derecho constitucional.  

Preguntas  al Estado colombiano

¿Qué instrumentos ha desarrollado el Estado colombiano a fin de proteger el ejercicio de la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar?

Caso o situación

Las personas mayores de 60 años en Colombia que se encuentran en los Centros de Protección, albergues y/o ancianatos, especialmente aquellos operados por comunidades religiosas, no les permiten el ejercicio libre de su sexualidad y en ocasiones les obligan a asistir a misa o profesar una determinada religión.

Preguntas al Estado colombiano

¿Qué medidas se han tomado para garantizar que las personas mayores que se encuentran en Centros de Protección, albergues y/o ancianatos públicos o privados, se les respete su libertad de pensamiento, conciencia, religiosa y sexual?

Artículo 23: Protección de la familia y el matrimonio.

Caso o situación

Pese a que la jurisprudencia constitucional ha reconocido los derechos de las parejas del mismo sexo a constituir una familia (específicamente ha indicado que estas parejas pueden formalizar sus uniones y adoptar), los funcionarios encargados de dar cumplimiento a estas órdenes (notarios, jueces y servidores públicos) aun interponen obstáculos que impiden su garantía. Asimismo, otras instituciones del Estado como la Procuraduría General de la Nación han emprendido acciones jurídicas para impedir el ejercicio de los derechos de las parejas del mismo sexo.
Preguntas al Estado colombiano

¿Cuáles mecanismos de protección han sido establecidos por el Estado colombiano para permitir la igualdad en el ejercicio de los derechos de la población LGBTI?

Caso o situación

El informe da cuenta de acciones relacionadas con padres y madres, vínculos con sus hijos, integrantes con discapacidad y sus cuidadores, estrategia de atención a la primera infancia, familias de grupos étnicos (comunidades indígenas, negras, raizales y ROM), prevención del embarazo en adolescentes y promoción de proyectos de vida para niños/as, adolescentes y jóvenes en edades entre 6 y 19 años; sin embargo, no se visibilizan las personas mayores como integrantes de las familias ni sus problemáticas.

Preguntas al Estado colombiano

¿Qué estrategias y acciones puntuales y efectivas se han adelantado para prevenir, atender y disminuir los casos de violencia intrafamiliar contra las personas mayores de 60 años? Máxime cuando el Instituto de Ciencias Forenses y Medicina Legal en su informe anual Forensis (2015), reporta y denuncia el incremento de este tipo de violencia, siendo la principal causa del maltrato contra las personas mayores, su precaria situación y dependencia económica.

Caso o situación

La delegada encargada a través del acompañamiento de casos ha evidenciado las dificultades existentes en la población diversa para el reconocimiento de sus familias (por ejemplo, las mujeres trans con las familias sociales) y por supuesto para el acceso al matrimonio. 

Y ante la falta de una legislación clara al respecto la Corte Constitucional es quien ha tenido que pronunciarse para garantizar estos derechos. 

Preguntas al Estado colombiano

¿Cuáles son los mecanismos para garantizar la protección de la familia y el matrimonio con las poblaciones diversas?, más cuando no se cuenta con una política pública nacional y el gobierno tampoco ha manifestado voluntad de presentar proyectos de Ley al respecto.

Artículo 24: Derechos de los niños y su protección
Caso o situación

La Defensoría del Pueblo, a través de su Delegada de Infancia, Juventud y Adulto Mayor, ha identificado diferentes escenarios de grave vulneración a los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes, que tienen origen, entre otras causas, en el conflicto armado interno, en las condiciones de pobreza, desigualdad social y marginación en la que viven millones de habitantes de Colombia, o en la ausencia o débil presencia del Estado colombiano a través de sus instituciones en algunos municipios del país.

Preguntas al Estado colombiano

· ¿Qué planes/programas/medidas se han implementado para  la prevención del reclutamiento ilícito de niños, niñas y adolescentes, perpetrado por grupos y actores armados, denominados por la Defensoría del Pueblo como "grupos armados postdesmovilización" y que en algunas instancias gubernamentales se denominan "bandas criminales"?  

· Respecto a la formulación de políticas públicas para la protección a la infancia (entendida esta desde los 0  a los 18 años, tal como lo prescribe la Convención de los Derechos del Niño en su artículo 1), indique, ¿cuáles han sido los avances en esta materia, cuáles son las políticas existentes como los indicadores más importantes que garanticen su seguimiento?                                                                                                                      

· Indique, respecto de la prevención de la violencia sexual, ¿cuáles han sido los resultados más relevantes del comité  interinstitucional consultivo para la prevención de la violencia sexual y atención integral a niños, niñas y adolescentes?      

· Indique, frente a la prevención del maltrato infantil, ¿qué tipo de estrategias/planes/programas se han implementado para su prevención y cuáles han sido sus resultados?

Artículo 25: derechos políticos y derecho a la participación en la administración de los asuntos públicos.

Caso o situación

No existe una participación real y efectiva de las personas mayores en la administración de los asuntos públicos que les interesa y compete; La Ley 1251 de 2008 "Por la cual se dictan normas tendientes a procurar la protección, promoción y defensa de los derechos de los adultos mayores" ordena en el art. 26 la creación por parte del Gobierno Nacional del Consejo Nacional del Adulto Mayor como órgano consultivo del Ministerio de la Protección Social de carácter permanente, el cual tendrá por fines entre otros: Realizar el seguimiento y verificación de la puesta en marcha de las políticas, estrategias y programas que garanticen la protección e integración social de los adultos mayores; Apoyar y fortalecer la participación de la comunidad, la familia y el adulto mayor en las acciones necesarias para su desarrollo físico, psíquico, económico, social y político y fomentar y fortalecer los derechos del adulto mayor contenidos en la Constitución y en esta Ley.
Preguntas al Estado colombiano

· Indique, ¿por qué no se ha creado el Consejo Nacional del Adulto Mayor, con indicación de las causas que lo impiden?

· Señale, ¿Por qué el retraso de 7 años en la conformación y funcionamiento del Consejo Nacional del Adulto Mayor?

· ¿Qué acciones se han adelantado para la creación del mencionado Consejo y cuáles han sido las mayores dificultades?

Artículo 26: igualdad ante la Ley y garantías contra la discriminación.

Caso o situación

El edadismo entendido como la discriminación que se hace en razón a la edad, presenta en la vejez el momento del transcurrir vital donde se presenta con mayor fuerza, el proceso de envejecimiento y vejez. Es aquel lugar al que no se quiere ni se acepta llegar, del cual se prefiere no hablar, lo que hace que estos estereotipos, imaginarios y prácticas adversas sean muy comunes y naturalizados, ocasionando con ello que las personas adultas mayores sean excluidas de oportunidades, procesos y lugares: del conocimiento, estéticos, sociales, culturales,  libertades sexuales y orientaciones diversas.   

Preguntas al Estado colombiano

· Indique, ¿qué medidas de inclusión, acciones afirmativas y de ajustes razonables se han adoptado por parte del Estado colombiano que permitan avanzar en la superación de toda forma de discriminación por razón de edad y garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas adultas mayores?

· Indique, ¿qué campañas publicitarias masivas ha adelantado el Estado colombiano para frenar la discriminación por edad en el país?

· Señale, ¿qué estrategias pedagógicas ha implementado el Estado colombiano para aportar a la transformación de los estereotipos e imaginarios adversos a la vejez?

Artículo 27: Derechos de minorías étnicas, religiosas y lingüísticas.
Caso o situación

En la vejez, sumado al edadismo, se dan en simultáneo otras formas de discriminación que generan una especie de discriminación múltiple, teniendo un impacto negativo mayor en la calidad de vida de las personas adultas mayores, ejemplos de ellos son las personas adultas mayores que pertenecen a alguna comunidad étnica indígenas, negros, raizales y ROM; igualmente quienes viven en zona rural o tienen alguna discapacidad.

Preguntas al Estado colombiano

Informe, ¿qué medidas de inclusión, acciones afirmativas y de ajustes razonables se han adoptado por parte del Estado colombiano que permitan avanzar en la superación de las discriminaciones múltiples por razón de edad y otras más con el fin de garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas adultas mayores en estas condiciones y situaciones?

Otras cuestiones y consideraciones.

La Defensoría del Pueblo considera que dado que entre los derechos humanos existe una naturaleza interdependiente, es preciso que las Observaciones del Comité de Derechos Humanos incorporen consideraciones sobre  la similar importancia y homogeneidad para todos los derechos, siendo anacrónico cualquier debate sobre alguna eventual prioridad de un derecho sobre otro contenido en el Pacto, en especial en lo referido a los derechos civiles y políticos y los tradicionalmente considerados como económicos, sociales y culturales, entre los que tienden a ubicarse los derechos a la salud y a la seguridad social. 

Ahora bien, desde una visión integradora de los derechos humanos que supone obligaciones comunes a todos los derechos por parte de los Estados, esta Defensoría Delegada considera importante que el Comité se pronuncie sobre el contenido y alcance del el artículo 26 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos que consagra el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales, el cual ha sido notoriamente subutilizado en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos.

Lo anterior, debido a que en el citado artículo 26 no se individualizan los derechos, por el contrario, se consagra una remisión normativa –lo que implica emplear otros instrumentos internacionales y normas relevantes, como las constitucionales-, y, adicionalmente, no se determinan en él las obligaciones específicas para los Estados Partes –aunque se agregan dos calificativos a las mismas: la progresividad y los recursos económicos disponibles-.

Es por esto, que la Defensoría del Pueblo recomienda sugiere al Comité la importancia de enfatizar en la inclusión de los recursos judiciales para la garantía efectiva de derechos, especialmente el derecho a la salud y a la seguridad social, así como medidas adecuadas para hacer efectivos estos derechos, aplicando lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención –sobre protección judicial- al artículo 26, lo cual, se ve reforzado, además, por lo dispuesto en la Observación General No. 9 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC), que reafirma la noción de justiciabilidad para estos derechos:

“En lo relativo a los derechos civiles y políticos, generalmente se da por supuesto que es fundamental la existencia de recursos judiciales frente a las violaciones de estos derechos. Lamentablemente, en lo relativo a los derechos económicos, sociales y culturales, con demasiada frecuencia se parte del supuesto contrario”. (Párrafo 10). 

En este contexto, y considerando que el desarrollo normativo ha ampliado la base para la justiciabilidad de los derechos, los derechos económicos, sociales y culturales, entre los que se ubican a nivel internacional los derechos a la salud y a la seguridad social, no han sido materia habitual de denuncias ante los organismos internacionales, como por ejemplo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, debido a que las graves vulneraciones de derechos fundamentales en el mundo, han demandado que de manera prioritaria se utilice el sistema de petición individual para los casos vinculados a la violación de derechos civiles y políticos. 

Un pronunciamiento por parte del Comité de Derechos Humanos en este sentido, permitiría debatir y reconsiderar la tradicional “subordinación” o el “condicionante económico”, que ha relativizado la exigibilidad o la juridicidad de los derechos económicos, sociales y culturales, como el derecho a la salud, por depender, desde una noción programática, de la disponibilidad de recursos por parte del Estado. 

De esta forma, la Defensoría del Pueblo generaría una respetuosa recomendación al Comité para que analice la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales, como el derecho a la salud, por tanto debe entenderse que estos derechos cuentan con aspectos que resultan exigibles judicialmente y sobre los cuales el Comité debe pronunciarse. 
� Corte Constitucional, sentencia T-282, 14 de mayo de 2014. 


� Comité de Derechos Humanos 99.o período de sesiones Ginebra, 12 a 30 de julio de 2010, CCPR/C/COL/CO/6. 


� Es conveniente anotar que en Colombia el control disciplinario de los servidores públicos es ejercido, en principio, por la propia entidad pública a la que pertenecen, sin embargo la Procuraduría General de la Nación también puede ejercer el control disciplinario de manera preferente cuando lo estime necesario. 


� El texto completo de la sentencia puede ser consultado en el siguiente Link: � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-282-14.htm" �http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-282-14.htm� . 


� Al respecto se lee en la sentencia referida:


CUARTO.- ORDENAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC- y al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana y Alta Seguridad de Valledupar, que en el término de treinta (30) días contados a partir de la notificación de esta providencia, tome las medidas adecuadas, de acuerdo a los parámetros establecidos por esta Sala de Revisión y diseñe un plan, que garantice los derechos conculcados, específicamente tenga en cuenta los siguientes puntos:





[…]





 (iv)	De igual forma, deberá estudiarse la posibilidad de modificar el reglamento interno de la cárcel, o evaluar si con el que está actualmente vigente, es posible imponer sanciones disciplinarias a aquellos internos que dañen u obstruyan el sistema de acueducto de la cárcel. Es importante también que se establezca un procedimiento expedito para la investigación de las conductas de la guardia del plantel, que pueda ser catalogada como tortura o penas y tratos crueles inhumanos y degradantes.





[…]





(vi)	Crear una brigada de apoyo jurídico a los reclusos, encaminada principalmente a revisar las denuncias existentes por malos tratos o penas crueles, inhumanas y degradantes, que han sido presentadas y que no han arrojado resultado alguno. Es sumamente importante que se respeten las garantías del debido proceso para ambas partes, así como el derecho al acceso a la administración de justicia de quienes se encuentran privados de la libertad. El sistema de cámaras con el que cuenta actualmente el establecimiento debe convertirse en una herramienta útil y eficiente para prevenir malos tratos contra los reclusos, y para las sanciones que eventualmente deban imponerse.





(vii)	Deberá revisarse también la conducta efectuada por el personal encargado de la vigilancia del establecimiento y de los internos y evaluar la posibilidad de efectuar traslados, todo esto por supuesto bajo las garantías del debido proceso.





� La acción de tutela, similar al recurso de amparo constitucional previsto en otros ordenamientos, es un recurso jurídico previsto en la constitución que permite a cualquier persona obtener la protección judicial de sus derechos fundamentales mediante un procedimiento expedido. La Defensoría del Pueblo está facultada para ejercer la acción de tutela a favor de todas las personas bajo la jurisdicción del Estado colombiano, entre ellos la población privada de la libertad. 


  


� La declaratoria de un “estado de cosas inconstitucionales” por parte de la H. Corte Constitucional, supone que el Tribunal Constitucional reconoce una situación generalizada de violación de los derechos humanos que requiere de una especial atención por parte de las autoridades competentes.  En el año 1998, a través de la sentencia T-153 de 1998, la Corte Constitucional declaró el estado de cosas inconstitucional al interior de las cárceles y penitenciarias el país. 


� Así lo denunció la Defensoría del Pueblo mediante la resolución defensorial No. 066 de 2015. 


� Esta información consta en el informe defensorial “Informe Atención en Salud Mental a la Población Privada de la Libertad 2015”, el cual se socializó con las autoridades carcelarias en noviembre del año 2015. 


� Aunado al desarrollo de y la ejecución de proyectos extractivos de diferentes recursos naturales (madera, minería).


� La vulnerabilidad estructural “se refiere a aquellos factores que tienen carácter de permanencia o “cambio lento” a partir de dinámicas socio-económicas históricas, por ende, los grupos poblacionales afectados por condiciones de vulnerabilidad estructural… se caracterizan por un bajo nivel de realización de derechos, una débil política pública para la realización y protección de los derechos y limitada presencia del Estado para la realización de los derechos”.  Defensoría del Pueblo. “Programa de Acción Regionalizada para la Protección y Restitución de Derechos”. Bogotá. 2009.


� Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia.


� Ley 975 de 2005. Artículo 1o... La presente Ley tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la Ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. También se conoció como el proceso de desmovilización de los paramilitares en Colombia (de las AUC). Sin embargo no se obtuvieron los resultados esperados en verdad, justicia y reparación y para los detractores, la Ley se ha quedado sin cumplir.


� Ley 1448. Artículo 3o. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de esta Ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.


� Ver al respecto: Defensoría del Pueblo. “Atención al desplazamiento a 3 años de implementación de la Ley 1448 de 2011”. Defensoría Delegada para los Derechos de la Población Desplazada. Bogotá. Abril de 2015.


� El señor Defensor del Pueblo ha manifestado que a las más de siete millones de víctimas se les debe garantizar los derechos a la verdad, justicia reparación y garantía de no repetición, deben prevalecer los derechos de las víctimas, de los niños y niñas y que los delitos de lesa humanidad y genocidio no pueden estar en el proceso de paz. Ver al respecto: Defensoría del Pueblo. “Defensoría acoge mandato de la Mesa de La Habana para convocar comisión asesora de derechos humanos”. Bogotá. 16 de diciembre de 2015. Consulta hecha el 17 de diciembre de 2015. Disponible en http://www.defensoria.gov.co/es/nube/noticias/4584/Defensor%C3%ADa-acoge-mandato-de-la-Mesa-de-La-Habana-para-convocar-comisión-asesora-de-derechos-humanos-diálogos-de-paz-v%C3%ADctimas-FARC-Mesa-de-La-Habana-conflicto-armado-Sistema-Integral-de-Verdad-Justicia-Reparación-y-No-repetición-Defensor%C3%ADa-del-Pueblo-Paz.htm?ls-art0=5.


� Proceso de paz en medio del conflicto armado y sus efectos y posibles consecuencias.


� Que genera nuevos procesos de expulsión de población


� Red Nacional de Información. “Registro Único de Víctimas (RUV). “Consulta hecha  el  de 6 enero de 2016. Disponible en http://rni.unidadvictimas.gov.co/?q=node/107


� Ministerio del Interior. “Decreto 2569 de 2000. Artículo 12. Desplazamientos masivos”. “Se entiende por desplazamiento masivo, el desplazamiento conjunto de diez (10) o más hogares, o de cincuenta (50) o más personas. Se entiende por hogar, el grupo de personas, parientes, o no, que viven bajo un mismo techo, comparten los alimentos y han sido afectadas por el desplazamiento forzado por la violencia”. Consulta hecha el 25 de agosto de 2015. Disponible en  http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5365


� OCHA-. “Tendencias Humanitarias y Paz Colombia. Noviembre 2012 – Junio 2015”. Op cit. Página 6. 


� OCHA-. “Tendencias Humanitarias y Paz Colombia. Noviembre 2012 – Junio 2015”. Op cit. Página 4. 


� OCHA-. “Tendencias Humanitarias y Paz”. Op cit.  


� Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. “En Colombia continúan los desplazamientos: CICR”. Consulta hecha el 26 de agosto. Disponible en http://www.hchr.org.co/acnudh/index.php?option=com_content&view=article&id=4817:en-colombia-continuan-los-desplazamientos-cicr-&catid=118:desplazamiento&Itemid=91 


�  Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento –CODHES-  Desplazamiento forzado Intraurbano y soluciones duraderas. Vol. II. Bogotá, Cúcuta y Quibdó”. Bogotá. Julio de 2014. 


� OCHA-. “Tendencias Humanitarias y Paz Colombia. Noviembre 2012 – Junio 2015”. Op cit. Página 14. 


� Informe tomado de la Red Nacional de Información. Datos con corte al 1 de agosto de 2015. Corresponde al vínculo llamado “enfoque diferencial”. Disponible en http://rni.unidadvictimas.gov.co/?q=node/107


� Presidencia de la república. Programa presidencial para el desarrollo integral de la población afrocolombiana,  negra, palenquera y raizal. “Medir para saber sobre los afros en Colombia: Análisis y propuestas de un esquema  estadístico con enfoque étnico para la Población Afrocolombiana,  Negra, Palenquera y Raizal”. Bogotá. Febrero de 2013. Disponible en http://wsp.presidencia.gov.co/afrocolombianos/prensa/2014/Documents/MEDIR-AFROS.pdf


� Defensoria del Pueblo, Defensoría Delegada para los Derechos de la Población Desplazada, Informe de Atención al Desplazamiento Forzado a 3 años de Implementación Ley 1448 de 2011, Bogotá, Abril de 2015.


� Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia. 


� Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas UARIV.


� Albi, Emilio González-Páramo. José Manuel & López Casanovas, Guillermo. “Gestión pública: fundamentos, técnicas y casos”. Ariel Economía. España. 1997
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